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Desafíos del Acceso a la Vivienda en El Salvador: 
Una Perspectiva Jurídica

En el corazón de la realidad socioeconómica 
de El Salvador yace un desafío persistente y creciente: 
el acceso a la vivienda digna. Es un tema que 
trasciende las meras preocupaciones económicas y se 
sumerge en el tejido mismo de los derechos humanos 
fundamentales. En este pequeño país centroamericano, 
los precios de las casas han escalado a alturas que 
parecen inalcanzables para el ciudadano promedio. 
Con un salario mínimo mensual de $365 dólares, 
la idea de adquirir una vivienda que sobrepase los 
$90,000 dólares se torna prácticamente utópica.

Pero la dificultad no termina ahí. Los alquileres 
también se sitúan en un rango que deja a muchos 
trabajadores con un margen de maniobra � nanciera 
demasiado estrecho. En zonas consideradas “seguras” 
o céntricas, los precios alcanzan cifras que resultan 
prohibitivas para aquellos que buscan un techo 
propio. Esta mercantilización del acceso a la vivienda 
ha erosionado la perspectiva de este derecho como 
algo fundamental y ha convertido la posesión de una 
vivienda en un privilegio reservado para unos pocos.

El fenómeno se ve exacerbado por la falta de 
priorización gubernamental en la construcción 
de viviendas asequibles y de interés social. A 
pesar de las declaraciones constitucionales 
en favor de esta causa, la realidad re� eja una 
desconexión alarmante entre las promesas 
legislativas y las acciones concretas para abordar 
la crisis habitacional. El resultado es una profunda 
inequidad, donde cerca del 50% de las familias 
no son propietarias de sus viviendas y alrededor 
del 40% vive en condiciones de hacinamiento.

La comunidad jurídica, consciente de esta situación, se 
encuentra en una encrucijada. La Observación General 
N°4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidas brinda un marco 
claro para lo que constituye una “vivienda adecuada”: 
seguridad jurídica de la tenencia, disponibilidad 
de servicios básicos, habitabilidad y asequibilidad. 
Sin embargo, estos estándares mínimos están lejos 
de ser una realidad para muchos salvadoreños.

El gobierno, a través del Fondo Social para la 
Vivienda, ha intentado abordar el problema mediante 
programas de � nanciamiento, pero estos esfuerzos 
se ven obstaculizados por la limitada capacidad 
� nanciera del Estado y la falta de una visión integral 
para enfrentar la crisis habitacional. La necesidad de 
una respuesta más efectiva y coordinada es evidente.

La vivienda social no es solo un problema 
económico, es un imperativo ético y legal. Es 
un derecho humano fundamental que debe ser 
garantizado por el Estado para todos sus ciudadanos. 
En este sentido, la comunidad jurídica tiene un 
papel crucial que desempeñar en la promoción y 
protección de este derecho. Es hora de que seamos 
la voz de los que no tienen hogar, de los que viven 
en condiciones precarias, y exijamos un cambio 
signi� cativo en la política de vivienda en El Salvador.

El acceso a una vivienda digna no debería ser un 
sueño inalcanzable, sino un derecho fundamental 
para todos. Es hora de que nos unamos en la 
lucha por un El Salvador donde cada persona 
tenga un techo sobre su cabeza, no como un 
privilegio, sino como un derecho inalienable.

Cristian Pacheco
(Estudiante de Licenciatura en Ciencias Jurídicas de UMA)
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El delito de trata de personas desde una 
perspectiva de género, con énfasis en la 
reparación del daño ocasionado.

I. Exordio. II. Acerca de la trata de personas 
y su relación con la violencia de género. III. 
La reparación de daño en el delito de trata de 
personas. IV. Conclusiones y recomendaciones.

 i. Exordio.
El presente estudio se realiza con la � nalidad de 
desarrollar el tema de la trata de personas desde una 
perspectiva de género, es decir, realizando un análisis 
de este fenómeno frente a la violencia de género que 
sufren muchas mujeres. Así el derecho a la libertad 
sexual ha estado siempre en discusión porque se 
considera que por el hecho de haber nacido mujer 
debe ser utilizado y comercializado su cuerpo, a través 
de la fuerza y de la coacción. De tal manera que las 
mujeres son mayormente proclives para convertirse 
en víctima de explotación sexual y trabajo forzado. 

En El Salvador se ha creado una Ley Especial contra la 
Trata de personas, la cual vino a derogar el tipo penal 
previsto y sancionado en el art. 367-B del Código 
Penal, donde se establecen derechos de las víctimas de 
trata de personas, se involucran diferentes entidades 
que deben intervenir en el tema de prevención, 
se crean dos tipos penales especí� cos, el primero 
relacionado con la trata de personas y el segundo, 
remuneración en el delito de trata de personas.

 ii. Acerca de la trata de personas y su relación  
 con la violencia de género:

El fenómeno de la trata de personas afecta gravemente 
los derechos fundamentales de las personas; asimismo, 
es considerado un comercio ilícito vinculado 
especialmente por organizaciones criminales con un 
objetivo principalmente económico y además, esta 

conducta se desarrolla en diferentes fases por varias 
personas en coordinación que conocen de estas etapas2. 

La trata de personas es considerada una forma de 
coacción donde se obliga a las personas a realizar 
una determinada actividad sin su consentimiento 
o con su consentimiento viciado. Históricamente 
el fenómeno de la trata de personas ha estado 
ligado a las mujeres esto en atención a que en 
estas conductas están vinculada a su sexualidad3. 

El fenómeno de la trata ha sido vinculado especialmente 
con las mujeres, esto en atención a que “tiene raíces 
profundas en la historia de la humanidad, pues desde sus
inicios ha estado ligado a las guerras, a la esclavitud y
a la consideración de las mujeres como objetos sexuales 
y así fueron tra� cadas durante el período colonial, 
especialmente las africanas y las indígenas fueron 
sacadas de sus lugares de origen y comerciadas como 
mano de obra, servidumbre y/o como objetos sexuales4”. 

Complementado con lo anterior las mujeres son 
concebidas como “débiles ya que tienen la carne 
tierna y delicada… Y aunque animales hembras y 
pájaros y peces tengan más fuerzas que el macho, 
según decía Sócrates Dios no ha querido lo mismo 
de la mujer en la especie humana, ya que, a causa 
de su pecado, Dios la sometió al hombre por lo 
que respecta a su naturaleza y sus costumbres5”.

Mtra. Dora Elsy Morales Rivas1

Estudiante del Doctorado en Derecho Penal de la Universidad de San Carlos, 
Docente hora clase de UMA, Jueza de Instrucción de LEIV.

1Licenciada en Ciencias Jurídicas por la Universidad Centroamericana José Simeón Cañas. 
Abogada de la República. Máster en Derecho Penal Constitucional por la Universidad 
Centroamericana José Simeón Cañas. Docente de Pregrado y Pre-especialización de la 
Universidad Modular Abierta. 
2Andrea Jiménez-Salinas Framis: “La Trata de Personas como mercado Ilícito del Crimen 
Organizado. Factores Explicativos y Características. Cuadernillos de la Guardia Civil. Revista de 
Seguridad Publica, No. 52-2016.  En este documento se señala que las diferentes etapas en esta 
conducta son: desde la captación en el lugar de residencia de la víctima, su transporte al destino 
donde será explotada, hasta la recepción en el lugar de explotación. 
3Es necesario aclarar que la trata de personas afecta a hombres y mujeres, pues cualquiera de 
ellos pudiera ser víctimas, sin embargo, cuando se habla de esta conducta relacionada a � na 
de explotación sexual es posible advertir que, desde un enfoque de género, las mujeres son 
mayormente afectadas por la concepción estereotipada que la moral de las mujeres es laxa frente 
a los hombres. 
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El Protocolo de Palermo de� ne la trata de personas 
como la: “captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, recurriendo 
a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de 
coacción... Esa explotación incluirá, como mínimo, 
la explotación de la prostitución ajena u otras formas 
de explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la 
esclavitud, la servidumbre o la extracción de órganos6. 

Desde la creación de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
en contra de la Mujer7 se aborda el tema de la trata 
de personas bajo un enfoque de género debido a que 
se insta a los Estados tomar medidas para “suprimir 
todas las formas de trata de mujeres y explotación 
de la prostitución de la mujer8”, pues este fenómeno 
es una forma de anular los derechos de las mujeres.

Complementado con lo anterior, es necesario 
advertir que el fenómeno de la trata de personas 
se encuentra muy relacionado con la violencia 
de género, ya que se involucra con la violencia 
física, sexual y psicológica, así lo dispone el art. 2 
de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer9.

Se de� ne la violencia física como aquellas acciones 
tendientes a afectar la integridad física de las 
mujeres, así por ejemplo tenemos, golpes, heridas, 
torturas, etc, lo que se traduce como tratos crueles, 
inhumanos o degradantes que atentan contra los 
derechos humanos. Asimismo, la violencia sexual 
es aquella encaminada a afectar la libre disposición 

de la mujer de decidir con quien desea compartir 
ese ámbito intimo; y la violencia psicológica que se
traduce en acciones que provocan un daño económico
o buscan atacar la autoestima de la mujer10. 

En consecuencia, las mujeres han sido, en un mayor 
número, víctimas de los delitos sexuales, esto por
razones religiosas y sociales, siendo éstas las que
mayormente han resultado perjudicadas con la 
realización de estos tipos de conductas con contenido 
libidinoso o sexual, por esa razón es posible
hacer un examen desde un enfoque de género, 
examinándose con ello el mayor impacto que estas 
conductas provocan en la vida de las mujeres11. 

 iii. La reparación del daño en el delito de trata de  
 personas: 

Al ser considerada la trata de personas una afectación 
a derechos humanos los casos que se conozcan deben 
existir pronunciamientos acerca de la reparación 
integral del daño, tal y como lo mandata art. 6.6. 
del Protocolo de Palermo donde se ordena que 
“cada Estado Parte velará porque su ordenamiento 
jurídico interno prevea medidas que brinden a las 
víctimas de la trata de personas la posibilidad de 
obtener indemnización por los daños sufridos”.

La reparación del daño, básicamente consiste en volver 
las cosas al estado en cómo se encontraban antes de 
su vulneración12. En el Código Penal de El Salvador 
en el art. 115 se detallan las consecuencias civiles 
del delito que deben ser declaradas en la sentencia, 
señalando que aspectos comprenden las misma.

4Mariblanca Sta�  Wilson Panamá “Recorrido histórico sobre la trata de personas” Programa 
Andino de Derechos Humanos, PADH Toledo N2 2 - 8 0 , Quito, Ecuador, 1. Consultado 
electrónicamente en la página (� le:///C:/Users/dorae/Downloads/Recorrido_historico_sobre_la_
trata_de_pe.pdf s.f.)
5Caballé, A. “Breve historia de la Misoginia . (Barcelona: Planeta S.A, 2019), 101. 
6Art. 3 del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 
Mujeres y Niños. (Protocolo de Palermo, 2000). En esta de� nición es posible colegir que no 
solamente la trata de personas se limita a la explotación sexual pues existe otras formas que la 
constituyen. 
7Adoptada y abierta a la � rma y rati� cación, o adhesión, por la Asamblea General en su 
resolución 34/180, de 18-12-1979. Rati� cada por El Salvador el 23-08-1995. 
8Esto se dispone en el art. 6 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación en contra de la Mujer (CEDAW). 
9Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período 
ordinario de sesiones de la Asamblea General. “Se entenderá que violencia contra la mujer 
incluye la violencia física, sexual y psicológica1: b. que tenga lugar en la comunidad y sea 
perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, 
trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como 
en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar…”

4Mariblanca Sta�  Wilson Panamá “Recorrido histórico sobre la trata de personas” Programa 
Andino de Derechos Humanos, PADH Toledo N2 2 - 8 0 , Quito, Ecuador, 1. Consultado 
electrónicamente en la página (� le:///C:/Users/dorae/Downloads/Recorrido_historico_sobre_la_
trata_de_pe.pdf s.f.)
5Caballé, A. “Breve historia de la Misoginia . (Barcelona: Planeta S.A, 2019), 101. 
6Art. 3 del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 
Mujeres y Niños. (Protocolo de Palermo, 2000). En esta de� nición es posible colegir que no 
solamente la trata de personas se limita a la explotación sexual pues existe otras formas que la 
constituyen. 
7Adoptada y abierta a la � rma y rati� cación, o adhesión, por la Asamblea General en su 
resolución 34/180, de 18-12-1979. Rati� cada por El Salvador el 23-08-1995. 
8Esto se dispone en el art. 6 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación en contra de la Mujer (CEDAW). 
9Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período 
ordinario de sesiones de la Asamblea General. “Se entenderá que violencia contra la mujer 
incluye la violencia física, sexual y psicológica1: b. que tenga lugar en la comunidad y sea 
perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, 
trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como 
en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar…”
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La Corte Interamericana ha implementado la 
reparación integral del daño en sus diferentes sentencias 
ordenándose medidas de restitución, indemnización, de 
rehabilitación, de no repetición, de satisfacción. Algunos 
ejemplos de medidas reparatorias son las siguientes13, 
las cuales se adaptan a los casos de trata de personas:

Fuente: Elaboración propia.

 iv. Conclusiones y recomendaciones: 

La trata de personas se encuentra vinculada con 
la violencia de género, en atención a que son las 
mujeres, en un mayor número, las perjudicadas en lo 
que concierne a la explotación sexual, advirtiéndose 
un impacto diferenciado en el proyecto de vida de 
muchas mujeres que no han tenido oportunidades 
de crecimiento en el ámbito educativo y laboral. 

Es necesario analizar los diferentes pronunciamientos 
judiciales en casos de trata de personas y examinar si
se han reparado el daño ocasionado y en caso 
negativo, determinar las causas por las cuales quienes
juzgan no � jan medidas reparatorias, debiendo
identi� carse los motivos que sustentan tales
decisiones, lo que conllevaría a llevar a cabo acciones 
tendientes para modi� car tales circunstancias. 

Se debe advertir que la trata de personas es una 
vulneración de derechos humanos, pues incide 
en los derechos fundamentales de las personas, por
ello la necesidad que los pronunciamientos judiciales
deben incluir medidas reparatorias del daño de
la victimas de trata, pues quienes juzgan deben
realizar un análisis del daño provocado y no
limitarse a pronunciarse en una condena civil ya sea
en abstracto o determinando un monto económico,
lo que provoca que en la mayoría de casos que
la víctima no obtenga una reparación e� caz e
integral del menoscabo provocado a sus derechos.
De tal manera, que las medidas que se detallan
en la jurisprudencia de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos pueden considerarse idóneas
en los diferentes casos sobre trata de personas que se 
conocen, entre ellas: indemnización, rehabilitación, 
no repetición, satisfacción e investigación.

10El art. 4 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer engloba una serie de derechos para las mujeres cuya � nalidad principal es su 
protección hacia acciones violentas. 
11Así lo sostiene Jorge Eduardo, Boumpadre, “Violencia de Genero en la era digital”, (Buenos 
Aires, Astrea, 2016, 19 “Violencia de Genero en la era digital”, 21, sosteniendo que en la “realidad 
empírica de los delitos sexuales sigue siendo profundamente asimétrica en cuanto al sexo, aun 
dentro del marco general, en el que, como es sabido son los hombres quienes cometen la gran 
mayoría de infracciones criminales”. 
12El concepto de reparación integral de daño se encuentra en el art. 63.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos , el cual indica: “Cuando decida que hubo violación de 
un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al 
lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera 
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha con� gurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización de la parte lesionada”. 
13Organización de Estados Americanos, informe sobre la reparación integral en caso de 
feminicidio, (2022, Iniciativa Spotlight), 20. Asimismo, ver: Corte Interamericano de Derechos 
Humanos. Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
No. 32 : Medidas de reparación / Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José, C.R 
: Corte IDH, 2021.

Tipo de medidas. Medidas dictadas:

Medidas de restitución. Restitución de derechos.
Regresar a su país de origen. 
Restitución de bienes materiales. 

Medidas de 
indemnización.  

Pago de cantidad de dinero en efectivo

Medidas de no repetición. Atención médica y psicológica gratuita e 
inmediata a víctima y familiares. 
Becas completas, hasta el nivel 
universitario, para aquellas personas 
que dependían económicamente de la 
víctima. 

Medidas de satisfacción. Adaptar la legislación a los estándares 
internacionales, es decir, aprobar 
políticas públicas, protocolos, etc. 
 Medidas para reforzar los mecanismos 
de investigación en casos de violencia 
basados en género.
 Programas de capacitación en derechos 
humanos y en derechos de las mujeres 
para funcionarios estatales.
 Medidas para publicitar los derechos de 
las mujeres

Obligación de investigar 
vulneraciones de derechos 
humanos.

Investigación diligente.
Sanción apropiada.
 Publicar la sentencia.
 Realizar actos públicos de 
reconocimiento de responsabilidad.

Obligación de investigar 
vulneraciones de derechos 
humanos.

Determinación del paradero de las 
víctimas.
Investigación e� caz de todos los 
responsables. 
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La Discrecion Judicial para aplicar medidas 
Cautelares Innominadas

Las medidas cautelares en el Código Procesal Civil y 
Mercantil (CPCM) de El Salvador son instrumentos 
jurídicos que se utilizan para asegurar el resultado 
de un proceso judicial antes de que se dicte una 
sentencia de� nitiva. Estas medidas se adoptan a 
petición de una de las partes, con el � n de evitar 
que se causen perjuicios irreparables a la misma 
si se espera hasta la resolución � nal del caso.

Para que dentro de un proceso a petición de parte 
se pueda decretar una medida cautelar, deben 
concurrir, entre otros, los siguientes requisitos: 
Fumus boni iuris: Existe una apariencia de buen 
derecho, es decir, que el solicitante tiene una base 
legal su� ciente para su pretensión y el Periculum 
in mora: Existe un peligro en la demora, es decir, 
que, si se espera hasta la sentencia de� nitiva, se 
podrían causar perjuicios irreparables al solicitante. 

Existen diferentes tipos de medidas cautelares: Las 
cuales se pueden clasi� car de la siguiente forma: 
Medidas cautelares genéricas: Son aquellas que 
pueden aplicarse en cualquier tipo de proceso judicial. 
Algunos ejemplos son: Embargo: Se ordena la 
retención de bienes del demandado para garantizar el 
pago de una posible condena; Inhibición: Se prohíbe 
al demandado realizar determinados actos, como 
vender o gravar un bien; Anotación de demanda:
Se inscribe en el Registro de la Propiedad una 
demanda sobre un bien inmueble, para evitar que 
el demandado lo venda o grave. Medidas cautelares 
especiales: Son aquellas que solo pueden aplicarse en 
determinados tipos de procesos. Algunos ejemplos 
son: Medidas cautelares en materia de propiedad 
intelectual: Se pueden decretar medidas cautelares 
para proteger los derechos de propiedad intelectual, 
como el decomiso de productos falsi� cados o 
la prohibición de su comercialización; Medidas 

cautelares en materia de competencia: Se pueden 
decretar medidas cautelares para proteger la libre 
competencia, como la prohibición de realizar prácticas 
anticompetitivas; Medidas cautelares en materia de 
consumidores: Se pueden decretar medidas cautelares 
para proteger los derechos de los consumidores, 
como la prohibición de publicidad engañosa o 
la retirada de productos peligrosos del mercado.

Las medidas cautelares también pueden clasi� carse 
según su objeto, es decir, según el bien o derecho que 
se pretende proteger. En este sentido, se distinguen los 
siguientes tipos: Medidas cautelares reales: Recaen 
sobre bienes muebles o inmuebles, Medidas cautelares 
personales: Recaen sobre la persona del demandado, 
Medidas cautelares mixtas: Recaen tanto sobre bienes 
como sobre personas. Según su efecto, es decir, según 
la consecuencia que producen. se distinguen los 
siguientes tipos: Medidas cautelares conservativas: 
Tienen como objetivo conservar el estado de cosas 
actual hasta que se dicte sentencia de� nitiva y 
Medidas cautelares anticipativas: Tienen como 
objetivo anticipar los efectos de la sentencia de� nitiva.

De acuerdo a si se encuentran o no en un 
catálogo codi� cado, es decir están expresamente 
contempladas en la ley, se pueden clasi� car 
en nominadas e innominadas, de las cuales 
hablaremos un poco en las líneas siguientes.

Si bien es cierto que las medidas cautelares 
innominadas son un recurso legal que permite 
proteger derechos en disputa durante procesos 
declarativos, incluso cuando la situación jurídica 
es incierta, a efecto de proteger los extremos 
planteados o por plantear en un proceso, y que 
estas están determinadas por la ley; es oportuno 
considerar que el derecho es evolutivo y que surgen 

Lic. Erick Sergei Magaña Peñate
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necesidades o supuestos que no están contemplados 
de manera expresa en la ley, pero que es permitida 
su consideración y aplicación, por no ser contrarias 
a derecho y por constituir herramientas que abonan 
en cualquier proceso, tal como lo estables el Art. 
437 CPCM.- “Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo anterior, podrá solicitarse la adopción de 
otras medidas que se estimen necesarias para 
asegurar la efectividad de la protección jurisdiccional 
que pudiere otorgarse en la sentencia estimatoria, 
así como la de aquellas que estén expresamente 
previstas por las leyes para la salvaguarda de ciertos 
derechos”. A diferencia de las medidas cautelares 
nominadas (aquellas expresamente previstas por la 
ley), las innominadas no tienen una denominación 
especí� ca y se basan en la discreción del juez, lo 
cual conlleva al hecho de que están permitidas, 
pero al no ser parte de un catálogo ya previsto en la 
norma jurídica, su aplicación dependerá del criterio 
judicial en cuanto a su pertinencia, oportunidad, 
legalidad y necesidad, dentro del proceso.

Es pertinente señalar que, aunque no están 
señaladas de forma expresa conservan las mismas 
características y requisitos de las medidas cautelares 
nominadas. Podemos entender las medidas cautelares 
innominadas, aquellas que no están expresamente 
contempladas en la ley, pero el juez tiene la facultad de 
decretarlas si las considera razonables para proteger 
el derecho en litigio, y tienen como objetivo prevenir 
daños, evitar infracciones y asegurar la efectividad de 
las pretensiones judiciales. Deberan presentar como 
requisitos para ser decretadas: la Legitimación e 
Interés: Quien solicite la medida debe tener un interés 
legítimo en proteger el derecho en disputa, Amenaza 
o Vulneración Actual: Debe existir un peligro real 
de daño o infracción si la jurisdicción no interviene 
mediante la decisión � nal del proceso, Apariencia 
de Buen Derecho: Se debe demostrar, al menos 
sumariamente, que las probabilidades de éxito de 
las pretensiones superan las de su eventual fracaso y 
Necesidad, Efectividad y Proporcionalidad: La medida 
debe ser necesaria, efectiva y proporcional al caso.

Ahora bien, el hecho de que pueda solicitarse una 
medida cautelar innominada no implica que se 
creara indefensión o vulneración a la defensa de la 

contraparte, ya que también tiene los mecanismos 
procesales para asegurar la igualdad procesal 
y el derecho de defensa, como es el caso de la 
Caución: Art. 446 CPCM.- “Como regla general, 
el solicitante de la medida cautelar deberá prestar 
caución su� ciente para garantizar el resarcimiento 
de los daños y perjuicios que pudieran causar 
al patrimonio del demandado, su adopción y 
cumplimiento. La prestación de caución será 
siempre previa a cualquier acto de cumplimiento 
de la medida cautelar acordada”. Esto conlleva la 
� nalidad de no abusar de las medidas cautelares, 
sino que están solicitadas cuando el demandante 
este convencido de la medida solicitada y asuma el 
riesgo de sus consecuencias. Además, las medidas 
cautelares innominadas también gozan de medios 
para su Impugnación o Modi� cación: El demandado 
puede impugnar o solicitar la modi� cación de 
una medida cautelar innominada decretada en su 
contra, lo cual permite equilibrar los derechos de 
ambas partes y garantizar una justa protección, 
por lo que se puede considerar que, las medidas 
cautelares innominadas son una herramienta � exible 
que busca salvaguardar los derechos en litigio, 
adaptándose a las particularidades de cada caso.  

Para que un juez ordene una medida cautelar de 
este tipo, debe estimar y evaluar, es decir, desde 
el momento de la interposición de la demanda, 
le parece que la legalidad es buena, reconocido o 
interesado en las acciones de las partes; pues se 
evidencia que existe amenazas o vulneraciones de 
derechos. Desde este punto de vista, las cautelas 
innominadas tienen carácter tutelar y se aplican 
al interesado, no sólo antes de que sea vencido en 
el proceso, sino incluso antes de que sea vencido. 
cuando hayan terminado. Incluso afectan las 
acciones y el derecho de defensa. Pero esto conlleva 
a una situación de decisión por parte del juez para 
considerar su aplicación ya que, En El Salvador, 
la aplicación de medidas cautelares innominadas 
no está prohibida en principio. Sin embargo, su 
viabilidad y efectividad pueden verse afectadas 
por varios factores: Jurisprudencia y Práctica 
Judicial: La aplicación de medidas cautelares 
innominadas puede variar según la interpretación 
de los tribunales y la jurisprudencia existente, Los 
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jueces pueden ejercer su discreción al evaluar la 
necesidad y proporcionalidad de estas medidas 
en casos especí� cos, lo que deja espacio para la 
interpretación judicial, además se debe considerar La 
experiencia y habilidad de los abogados en presentar 
argumentos sólidos para justi� car la necesidad de 
una medida innominada, lo cual también también 
in� uye en su aplicación, debido a la solides de 
los argumentos presentados para su aplicación.

Por lo tanto, se puede decir que, en este tipo de 
cautelas, la institución es el juez, en el sentido de 
que debe participar en la evaluación de muchos 
aspectos de su informe y la falta de mal uso de los 
derechos en el otro lado. Las medidas preventivas 
son herramientas de procedimiento para garantizar 
el anuncio de la efectividad de los derechos legítimos 
que se han considerado un componente del derecho 
de accesibilidad a la administración de la justicia, ya 
que dicho derecho no sólo incluye una declaración 
judicial sobre la realización de medidas para que 
sean efectivos (Riaño, 2014). Ciertamente, a la parte 
le es pertinente realizar la solicitud, cuando así lo 
estime, la medida cautelar innominada, aunque 
es el Judicial quien está facultado para decretar 
tal medida, por lo tanto, es de imprescindible que 
el abogado identi� que y comprenda que lo que 
el Juez considera a la hora de aprobar tal medida. 
Lo primero que el Juez tendrá que observar es la 
legitimación o interés para actuar de las partes. 
Lo segundo es la identi� cación o apreciación de la 
efectiva existencia de la vulneración o de la amenaza 
del Derecho; igualmente se encontrará atento de 
la llamada “fumus boni juris” lo que se traduce en 
apariencia en buen derecho: “siendo el derecho del 
demandante más probable que el del demandado” 
(Parra, 2013; p. 309). De acuerdo a Girón (2014) 
“La apariencia del buen Derecho se traduce en un 
estudio previo de la cuestión planteada para realizar 
un juicio de probabilidad sobre la procedencia 
de lo solicitado” (p. 32). Por tanto, la aparición 
de una ley vigente indica un estudio jurídico a 
profundidad, en el que se valora el bien en caso 
de dictarse una especí� ca medida cautelar. De la 
misma forma Rueda (2017) sostiene: “sin duda 
las Medidas cautelares Innominadas permitirán la 
efectividad de los derechos que se pretenden en el 

marco de los procesos judiciales y ese precisamente 
será uno de los objetivos de cómo se con� gura este 
tipo de protección” (p. 47). Sin duda, el rol de las 
medidas cautelares en procesos declarativos es 
muy importante, porque son estos los mecanismos 
que conferirían trascendencia sobre las sentencias 
judiciales, pues sin desacuerdo, sólo las decisiones en 
papel dejan de ser aplicables y no tienen efecto real.

Es de anotar que, las medidas cautelares innominadas 
son herramientas que únicamente protegen a la parte 
demandante, viéndose re� ejado en su fallo, pues, 
por los efectos negativos, en todas sus aplicaciones 
se constituye una carga para el demandado, 
ante la decisión del juez de su consentimiento, 
repercutiendo de forma directa al demandado, 
cuando este es noti� cado los efectos negativos que 
con� rió la medida, pudiéndose enterar sólo hasta 
ese momento que tiene un proceso abierto. Para 
� nalizar, la posición que debe tomar el juez en estos 
casos sigue la tendencia de darle discrecionalidad, 
quien debe aceptar supuestos sobre la idoneidad 
del procedimiento, la duración y el alcance. El 
surgimiento del derecho y el peligro grave que 
se derivan del tiempo de la operación, para que 
tome decisiones con fundamento en derecho y con 
base en un buen juicio que determine caso por 
caso para asegurar la futura ejecución o pago de la 
prestación. Aunque el legislativo debería considerar 
promulgar efectivos mecanismos de control que 
regulen las facultades amplias dadas al juez, con 
el � n de demarcar reglas más claras y equitativas 
para las partes. Para decidir sobre la procedencia 
de la medida cautelar, el juez debe llevar a cabo un 
análisis de los hechos y de las pruebas con las que 
se cuentan hasta ese momento a � n de lograr cierto 
grado de convencimiento acerca de lo reclamado 
por el accionante. Ese grado de convencimiento 
se limita únicamente al de verosimilitud por 
encontrarse en una etapa apenas preliminar de 
la actuación, mientras que el grado de certeza ha 
de alcanzarse únicamente en la sentencia, acto 
procesal en el que el caso � nalmente se resuelve.

El Juez para decretar medidas cautelares innominadas, 
debe aplicar técnicas jurídicas en pro y desarrollo 
del buen derecho. Tutela provisional, que sólo 
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puede concederse, mediante herramientas de la 
parte accionante, que le permitan al Juez, inferir, 
con lo que aparece como probable y de manera 
anticipada, una respuesta de sentencia. Los criterios 
o parámetros cautelares, son la técnica jurídica a 
observar, por parte del Juez, para hacer uso de este 
mecanismo y la observancia de estos parámetros, 
es lo que da la legalidad al decreto de medidas 
cautelares innominadas. Entonces, la facultad 
cautelar del actor judicial, deviene de la ley y allí, 
también se plasmaron los criterios orientadores de 
la función judicial como la necesidad, efectividad y 
proporcionalidad de la medida, para la edi� cación 
el decreto de medidas cautelares innominada. Es 
el obedecimiento de los anteriores criterios, lo que 
constituye la observancia al principio de legalidad 
y los criterios en sí, son la técnica a seguir para su 
decreto y práctica. Esta facultad cautelar del juez, 
también se encuentra limitada, de un lado con la 
fundamentación sumaria y fáctica de la solicitud 
y de otro, la sujeción de parámetros sustanciales y 
procedimentales en su decreto y adopción. Cuando 
la ley faculta al Juez, para decretar “cualquiera otra 
medida”, le está facultado para que, decrete la medida 
que, a su entender, sea su� ciente, para garantizar 
la tutela judicial efectiva en aquellos procesos.

En términos generales, el conocimiento y 
experiencia del quehacer judicial pueden afectar 
la disposición de los jueces para aplicar medidas 
creativas o no convencionales, las cuales no se 
encuentran de forma detallada en la ley, sino 
que corresponden a las necesidades misma del 
proceso y de las circunstancias con respecto al 

objeto del mismo y su protección, ya que, aunque 
no hay una prohibición expresa, la aplicación de 
medidas cautelares innominadas en El Salvador 
puede convertirse en u dilema ya que  y depende 
de la interpretación judicial en cada caso especí� co 
y del ingenio, la experiencia y el conocimiento 
del litigante para solicitarla y fundamentarla.
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Prefacio.  
La viabilidad constitucional, para 

reelección presidencial en El Salvador, surge 
de un antecedente inmediato, emitido por la 
resolución de la Sala de lo Constitucional con 
fecha de las doce horas con treinta y siete minutos 
del día 03 de septiembre de 2011, donde ha tenido 
interrelación o incidencia en diferentes áreas tales 
como: La jurídica, política, social y jurisprudencia 
constitucional en distintas dimensiones. 

Con la anterior jurisprudencia pronunciada 
por el máximo tribunal de justicia en materia 
constitucional, se indican ciertos criterios que 
posibilitan seriamente la continuidad presidencial 
por un periodo más, con ello es dable reconocer 
que existirán sectores de la población que se 
verán afectados como algunos partidos políticos, 

coligiendo de los anterior que el presidente en 
turno obtenga mayores opciones de aumento de 
popularidad en relación a los posibles candidatos 
que no están en el estatus de la posición objeto de 
aspiración.Pero es de tener presente que la temática 
tiene diferentes interrelaciones como: Lo jurídico, 
político, social, cultural y jurisprudencia
constitucional, que están interconectados entre 
sí, porque las condiciones del tema reelección 
presidencial en su aspecto jurídico-político, 
existe un debate con relación a la alternancia en el 
poder, en lo social ciertos grupos de movimientos 
ciudadanos como parte de la población, mani� estan 
un rechazo a la continuidad presidencial en igual 
contrapeso otro sector dominante se muestra a 
favor, no obstante la jurisprudencia constitucional 
relacionada y actualmente interpretada, apertura 
el debate a � n de internalizar en el soberano la 
viabilidad de la reelección presidencial inmediata. 

El presente tema es relevante, para efectos 
normativos en función que la literalidad de la 
norma constitucional se fortalece conforme a la 
jurisprudencia anteriormente mencionada en 
lo relativo al tema de Reelección Presidencial 
Inmediata, alcanzar una transición dentro de la 
fuerza normativa constitucional la elasticidad 
de los artículos pétreos y que dan lugar a la 
reelección presidencial continua, como también 
poner a disposición el conocimiento en la presente 
investigación del demos jurídico cuya � nalidad 
ulterior se concentre en los debates o talleres, sobre 
el tema de la periodicidad en el poder, y en qué 
medida no lesiona al principio de la no alternancia, 
profundizando la crítica académica encausada en 
la construcción del saber con respecto al tópico.
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1. La Reelección Presidencial en El Salvador, Control 
de Convencionalidad y su relación con la Opinión 
Consultiva 028/2021.

En El Salvador existía umbral, controversia y confusión 
en lo relativo a la Reelección Presidencial Inmediata, 
pero la Sala de lo Constitucional salvadoreña como 
autoridad máxima en materia de constitucionalidad 
de los derechos fundamentales y utilizando método 
de interpretación evolutiva dinámica en función de 
su necesidad acorde a la particularidad del caso en 
estudio, claro respetando límites interamericanos de 
la decisión sobre la reelección presidencial inmediata, 
no la inde� nida, asumiendo la convencionalidad en 
el hecho de la Reelección Presidencial Inmediata 
en correspondencia a lo interpretado por la Corte 
IDH en su Opinión Consultiva 028/2021 y conforme 
a los estándares del Sistema Interamericano; 
no existe incompatibilidad con el corpus iuris
supranacional, conforme a la decisión a nivel interno. 

La Opinión Consultiva 028/2021, pronunciada por 
la Corte IDH, fue con fecha 07 de Junio del año 2021, 
y en el caso de El Salvador la resolución que habilita 
Reelección Presidencial Inmediata se emitió con fecha 
03 de septiembre de 2021, con lo anterior se evidencia 
que la Opinión Consultiva fue ex antes que la resolución 
de la Sala de lo Constitucional, de lo antes expresado 
es relevante los fundamentos de la Opinión Consultiva 
028/2021, en virtud del tema tratado por el estado 
Salvadoreño, pero no fue de carácter decisivo, porque 
ajeno a la homogeneidad de las materias o asuntos 
tratados, el quip en debate en las ambas resoluciones 
fue diferente, en virtud de la entidad jurídica que 
representa cada uno de los institutos jurídicos.   

Es necesario advertir que la interpretación evolutiva con 
características peculiares de un overruling realizado por 
la Sala de lo Constitucional de El Salvador, concuerda 
con los principios democráticos que permea la 
Convención Americana, “…existiendo interpretación 
conforme a los derechos humanos, democracia 
representativa y derechos políticos que en particular quedó 
plasmada en la Carta Democrática Interamericana.”1

En lo relativo al control de convencionalidad“…
en el caso del sistema interamericano de derechos 
humanos, haciendo un paralelo con el derecho europeo, 
se podría decir que el juez nacional (salvadoreño), al 
cumplir con su obligación internacional de veri� car 
la conformidad del acto a la CADH, se convierte 
en el juez interamericano de derecho común”.2

De lo anterior apuntado, puede evidenciarse que 
la Reelección Presidencial Inmediata, a la luz del 
Control de Convencionalidad y su relación con de la 
Opinión Consultiva 028/2021, están estrechamente 
vinculados en función que el tema primeramente no es 
inconstitucional dentro del iuris doméstico y tampoco 
es inconvencional en el plano del iuris interamericano, 
por consecuencia ante ambas concurrencias se 
traduce en una temática “Consticonvencional”, como 
derivación incluso de un análisis o carga interpretativa 
del contenido de la Opinión Consultiva 028/2021; 
en el sentido que no existe un ejercicio hermenéutico 
que haga incompatible las normas domesticas dentro 
del contexto del tópico tratado y en relación con la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
ni con la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de los Derechos Humanos (Corte IDH) y menos con 
los demás tratados supranacionales de los cuales el 
Estado salvadoreño es parte y ha rati� cado los mismos. 

2. La Opinión Consultiva 028/21 y efectos 
vinculantes en el Sistema 

Democrático y Político de El Salvador. 
La Opinión Consultiva 028/21, emitida por 
los jueces de la Corte IDH (quienes gozan de 
poder ser reelectos), se encuentra dividida en 
diferentes acápites, siendo uno de ellos el ober 
dicta o cuerpo de la misma, donde se establecen 
los argumentos, silogismos jurídicos y premisas 
direccionadas a sustentar la decisión adoptada. 

1Véase también la Carta Democrática Interamericana, arts. 2, 3, 4, 6 y 9
2“C’est pourquoi, la primauté du droit communautaire, et c’est là sa spéci� cité, doit être considérée 
non pas seulement comme une règle de con� it de normes, mais aussi comme une norme 
autonome d’habilitation au pro� t du juge interne. Elle génère alors un dédoublement fonctionnel 
des compétences de celui-ci, parfois quali� é pour cette raison de ‘juge communautaire de droit 
commun’”. La expresión es utilizada por el juez de primera instancia, TPICE, 10 juillet 1990, 
Tetra Pack Rausing SA c/ Commission, a� .T 51/89, Rec., p. II-309, spéc. point 42; Dubout, 
Edouard: “De la primauté ‘imposée’ à la primauté ‘consentie’ – Les incidences de l’inscription du 
principe de primauté dans le traité établissant une Constitution pour l’Europe”, Docteur en Droit 
public, CREDHO-Rouen. Disponible en:. Acceso el: 22 nov. 2011.
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Por otra parte, en la misma resolución comentada 
existe un apartado donde se adopta una decisión 
� nal, siendo esta denominada la ratio decidendi
de la Opinión Consultiva 028/2021,3 con lo antes 
referido es menester tener presente que de las 
partes en mención del documento relacionado 
emanan argumentos sobre los efectos vinculantes, 
del estudio de estos fragmentos prevenidos y 
asociado al escenario salvadoreño con el propósito 
de establecer que no es incompatible, sino lo 
opuesto; es decir conforme a las reglas de la carta 
democrática, en función que guarda armonía con 
lo resuelto por el máximo tribunal de justicia en 
materia constitucional salvadoreña (Reelección 
Presidencial Inmediata), primeramente es necesario 
poner en contexto que al margen de ser un tema 
similar la Reelección Presidencial Inmediata e 
Inde� nida, no es el mismo tópico, porque discrepa 
el punto del debate por criterio de temporalidad 
o periodicidad del mandato, existiendo una 
variable interviniente en el caso en estudio de El 
Salvador al tratarse de una reelección presidencial, 
pero inmediata o de� nida, caso contrario a lo 
sometido en la OC-28/21, que trata de la reelección 
presidencial inde� nida o intemporal, de esta forma 
en caso de existir nexo causal entre la Opinión 
Consultiva y lo resuelto a nivel interno, sería en todo 
caso positivo, porque la Sala de lo Constitucional 
en su resolución tocante y utilizando la técnica de 
interpretación advertida elevo como efecto re� ejo a 
convencional la Reelección Presidencial Inmediata 
en correspondencia a la Opinión Consultiva y 
el Sistema Interamericano; por consecuencia no 
existe incompatibilidad conforme a lo resuelto por 
la Corte IDH y la exégesis con características de 
overruling realizado por la Sala de lo Constitucional 
salvadoreña, se ajusta al balance racional normativo 
junto con los principios democráticos que permea 
la Convención Americana, en los términos 
siguientes: “existiendo interpretación conforme entre 
los Derechos Humanos, democracia representativa y 
derechos políticos que en particular quedó plasmada 
en la Carta Democrática Interamericana.”4.

 3. Conclusiones.

• En de� nitiva, el tópico de la Reelección 
Presidencial Inmediata en El Salvador se debe 
resolver conforme a los derechos políticos y en 
práctica del derecho al sufragio, mediante las 
garantías de todo un proceso cívico trasparente, 
siendo forzoso fortalecer los derechos políticos 
y la democracia a � n de respetar el sistema de 
arquitectura política constitucional salvadoreña.  

• En consecuencia, se evidencia un paralogismo 
de parte de los encargados de decidir en el 
plano internacional (Corte IDH) si procede o 
no las reelecciones presidenciales de los Estados 
partes a nivel de las altas cortes supranacionales, 
existiendo paradoja en el sentido que los jueces 
del organismo internacional gozan del poder ser 
reelectos, y por ello en esos términos, trasladar que 
el desafío no es tanto la reelección en sí misma, 
sino que esta no sea inde� nida de ipso jure.

• Para concluir es ineludible a� rmar que existe un 
Derecho Humano a la participación política 
en la Reelección Presidencial Inmediata en El 
Salvador, pero ello no es óbice a que sea reelegido 
el candidato en un momento determinado, siendo 
necesario aclarar que para la población no es 
obligatorio tampoco reelegirlo, ni imperativo 
al presidente en turno, participar nuevamente 
a reelección del mandato, acontezca o no las 
causales hipotetizadas, no excluye al soberano 
que tiene también un derecho político consistente 
en elegir al candidato de su preferencia. 

• Por tanto, del presente estudio normológico, 
jurisprudencial y factico advertir que la 
formulación de normas constitucionales actual 
en El Salvador, está direccionada a permitir la 
reelección de un presidente de forma inmediata, 
por lo que no resulta contrario a lo racional, 
en amparo de la libertad de elección popular 
del propio soberano, como también en honor 
al poder de elección que reside en el pueblo, 
no en la norma, al margen que esta última 
literalmente lo mencione o exista omisión 
de la prescripción del poder de elección.

3Opinión Consultiva OC-28/21, con fecha 7 de junio de 2021, en respuesta a la consulta realizada 
por la República de Colombia sobre “la � gura de la reelección presidencial inde� nida en el 
contexto del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”.  https://www.corteidh.or.cr/docs/
opiniones/seriea_28_esp.pdf 4Véase también la Carta Democrática Interamericana, arts. 2, 3, 4, 6 y 9.
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“La Dimension Etica Frente a la Inteligencia 
artifi cial y el uso de Nuevas Tecnologias”

Resumen
La revolución tecnológica 4.0 está planteando nuevos 
desafíos en diversas áreas como en la política, en lo 
económico, en lo social,  en lo cultural y sobre todo 
en el ámbito ético y jurídico, en ese sentido esto 
implica realizar abordajes integrales, que involucran 
varias disciplinas cientí� cas para su comprensión, ya 
que este auge tecnológico requiere de la aplicación 
de la inteligencia arti� cial y otras tecnologías 
asociadas con el bigdata y las nuevas tecnologías 
de la información y comunicación, lo que provoca 
que haya una relación con el funcionamiento del 
ordenamiento jurídico, en todas sus dimensiones,  
por lo que en las siguientes páginas de este ensayo 
se hará un abordaje de la inteligencia arti� cial en 
el ámbito ético jurídico, y los desafíos que esto 
genera, explorando los efectos de la aplicación de 
la misma  y como este auge  tiene incidencia en el 
funcionamiento del estado constitucional de derecho. 

Palabras Claves: Ética, Inteligencia Arti� cial,
Tecnologías de la Informacion, Big data, internet, 
algoritmo.

Sumario: I. Pensamiento Jurídico. II. Inteligencia 
Arti� cial en el Marco de las nuevas tecnologías, 
III. Dimensión ética frente a la inteligencia 
arti� cial. IV. A manera de conclusión

 I. El Pensamiento Jurídico2

A lo largo de toda la histórica jurídica han existido dos 
corrientes � losó� cas del derecho en ellas se explica 
las condiciones sociales e históricas en el cual fueron 
desarrolladas, entre ellas tenemos el iusnaturalismo, 
cuya principal premisa es aquel derecho creado por 
los hombres mediante la adopción de normas jurídicas 
que producen diferentes fuentes del derecho, dado 

por un ser superior, por lo que se le conoce como el 
Derecho Natural, que implica un conjunto de valores 
y principios como guías de actuación, de acuerdo 
a (Grocio, 1625) de� ne el derecho natural como 
el “dictado de la recta razón que indica que alguna 
acción por su conformidad o disconformidad, con la 
misma naturaleza racional tiene fealdad y necesidad 
moral, y por consiguiente está prohibida o mandada 
por Dios”, siendo este autor de origen Holandes, el 
continuador del movimiento iusnaturalista racional, 
su visión de derecho fue laica es decir se construye 
desde la pura razón natural, evitando utilizar la idea 
de Dios como su fundamento inmediato, ahora bien 
que fuera laica no implicaba que prescinda de Dios, 
sino que consideraba que la naturaleza humana era 
el fundamento del derecho natural y la divinidad.

Por otra parte, se tiene al iuspositivismo, el cual surgió 
de manera lógica a contrario del iusnaturalismo, como 
producto de tener una certeza utilizando el método 
cientí� co, para a garantizar un auténtico saber, siendo 
unos de sus principales precursores  (Kelsen, 1960),  
quien plantea que “para estructurar una ciencia 
autónoma del derecho hay que separar todo lo que 
pertenece a otras ciencias sean propias de la moral, de 
la religión, la sociología o la política, así la teoría pura 
del derecho consistirá en su esencia normativa la norma 
jurídica valida, la cual vendría a regular la conducta 
del individuo en su carácter individual como colectivo” 
en la obra  el autor se esfuerza por distinguir entre la 
ciencia del derecho y el derecho natural, no como 
distintas una de la otra sino como diferentes teorías.

“La inteligencia humana se basa en la capacidad 
de razonar, de hacer juicios y de tomar decisiones.”

Mtro. Juan José Benavides Benavides1 

Maestro en Derecho Humano y Educación para la Paz, 
Docente hora clase UMA, Fiscal Auxiliar.

1Docente UMA sede central, Abogado y Notario, graduado de Maestría en Derechos Humanos 
y Educación para la paz, Universidad de El Salvador, se desempeña como Auxiliar Fiscal, 
estudiante de último año de Lic. Administración de Empresas UES. 
2El razonamiento jurídico, es una estructura de pensamiento que no solo incluye elementos de la 
lógica formal, sino también de la lógica dialéctica
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El pensamiento jurídico no solo es el pensamiento de 
distintas teorías, sino un conjunto de ideas concretas 
y operantes, que se plasman en distintas instituciones, 
y ahora en día se habla de inteligencias institucionales, 
y el derecho es una forma de inteligencia institucional,  
lo que implica el pensar la racionalidad jurídica para 
hacerle frente a tendencias populistas que  deterioran 
a la sociedad, y es ahí donde existe un retroceso en 
la sociedad y se hace necesario volver al derecho 
natural, porque la calidad de vida de las personas 
depende en gran manera de las instituciones. 

Por lo que se vuelve indispensable crear instituciones 
que promuevan la dignidad humana,  y para hacerlo 
dependerá de los � nes del Estado, y por eso me remito  
al Artículo 1 de la Constitución de la Republica, 
donde encontramos principios y valores axiológicos, 
como la justicia, seguridad jurídica y bien común, 
� nes que deben ser materializados por todos los 
ciudadanos, pero que para ello implica considerar 
los avances cientí� cos y tecnológicos  y conseguir 
que el sistema de garantías funcionen de  manera 
viable,  y esto puede ser  difícil ya que no implica 
solo hacer meros descubrimientos cientí� cos, hay 
instituciones como el Estado de Derecho que son un 
triunfo de la inteligencia humana, entendida como 
la capacidad de solucionar problemas, sin embargo 
los aparatos están dotados de  sistemas autónomos, 
que procesan alguna complejidad, realizan algunas 
tareas y toman algunas decisiones, en ese sentido la 
racionalidad de los ciudadanos está apoyada por estos 
sistemas, por lo que el pensamiento jurídico puede 
terminar acondicionada por este tipo de inteligencia.

 II. Inteligencia Arti� cial en el marco de las 
 nuevas tecnologías.

En los tiempos actuales que nos encontramos pos 
pandemia por COVID-19, la inteligencia arti� cial 
ha entrado en contacto con las nuevas tecnologías 
de la información y la comunicación, las TIC, 
y esta interacción está dando como resultado 
una serie de prácticas que están provocando, 
importantes consecuencias en los diferentes ámbitos 
de la sociedad, existiendo un nuevo escenario 
el cual se encuentra marcado por tres etapas:

 1. El Big Data, y para (Chen, 2015) “se ha de� nido 
como un activo de información de alto volumen, alta 
velocidad y alta variedad, que exigen formas rentables 
e innovadoras de procesamiento de la información 
para una visión mejorada y la toma de decisiones”,
en el año 2003 Google revela los documentos que 
explican la manera en que se gestionan los datos de 
sus usuarios dando cabida al desarrollo de la gestión 
de los mismos, atravez de desarrolladores de Código 
Libre3, debido a ello se ha mejorado la innovación 
tecnológica.

 2. los Algoritmos, para la Academia Española, 
algoritmo es: “Un conjunto ordenado y � nito de 
operaciones que permite hallar la solución de un 
problema”, Las personas han creado, modi� cado y 
utilizado algoritmos a lo largo de la historia, y es 
que en la actualidad nos encontramos en la llamada 
revolución digital, convivimos diariamente con la 
mayoría de los algoritmos sin darnos cuenta. Desde 
las aplicaciones que nos indican la mejor ruta a 
seguir hasta las sugerencias a la hora de recibir 
noticias destacadas en nuestros teléfonos móviles, 
todas utilizan algoritmos.

 3. El Internet, de acuerdo a (Snell, 1995), expresa “que 
es una red masiva de redes, infraestructura de redes 
que conecta a millones de computadoras unidas de 
forma global; formando una sola red en la que una 
computadora puede comunicarse con otra siempre 
y cuando estén las dos computadoras conectadas al 
Internet”.

Sin duda, las Nuevas Tecnologías están contribuyendo 
a aumentar nuestra calidad de vida, facilitarnos 
gestiones o comunicaciones a distancia, reducir el 
tiempo empleado en desplazamientos y ofrecernos 
más opciones de entretenimiento, entre otros muchos 
aspectos, el bigdata, los algoritmos y el internet, tienen 
innegables bene� cios que han contribuido a su rápida 
implantación en la vida cotidiana de los ciudadanos, 
pero también es cierto que hacer un uso inadecuado 
de ellos, implica riesgos para ciertas personas, y 

3El so� ware de código abierto es so� ware desarrollado y mantenido mediante una colaboración 
abierta, y está disponible (generalmente sin costo alguno) para que cualquiera lo use, examine, 
altere y redistribuya como quiera.
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esto nos permite hablar de inteligencia arti� cial en 
este campo, ahora conviene aclarar que entendemos 
por inteligencia arti� cial, para (Kaplan, 2017), la 
esencia de la Inteligencia Arti� cial es su capacidad 
para “hacer generalizaciones de un modo oportuno, 
basándose en datos limitados, así, cuanto más amplio 
sea el campo de aplicación, más rápido se extraerán 
las conclusiones con una cantidad mínima de datos y 
el comportamiento será más inteligente.”  el autor hace 
una analogía con la inteligencia humana, y concluye 
que la inteligencia arti� cial es capaz de aprender de las 
distintas experiencias como ocurre con la inteligencia 
humana, el concepto de inteligencia humana 
no es sencillo ni inequívoco, y su consideración 
depende del contexto practico, en el campo de la 
comunicación en redes sociales esta se encuentra 
caracterizada por los segmentos de los destinatarios, 
la selección de los mensajes, de las noticias, etc, por 
lo que se a� rma que hay inteligencia arti� cial desde 
el momento que se trabaja con una gran cantidad 
de datos que solo los aparatos pueden procesar, 
ya que la inteligencia humana se queda limitada.
Ante este escenario nos encontramos inmersos como 
sociedad en técnicas de origen comercial, destinadas a 
ampliar mercados para productos de consumo, también 
están usándose cada vez más como mecanismos 
que in� uyen de manera relevante en el panorama 
político, por lo que no podemos negar la importancia 
que la Inteligencia Arti� cial tiene en la sociedad.

III. Dimensión Ética frente a la 
 inteligencia arti� cial

El uso de la inteligencia arti� cial y las TIC genera 
algunos problemas que se detectan en relación 
con el uso político, o como formas de crear 
necesidades orientadas al consumo de productos, 
esta preocupación ya se ha sido abordada en la Unión 
Europea, en donde el Grupo Europeo de ética en la 
conciencia y las nuevas tecnologías4, ha elaborado una 
serie de principios éticos para las nuevas tecnologías 
y la inteligencia arti� cial, es decir se reconoce que es 
urgente establecer una regulación adecuada en relación 
a estos temas, sobre la base de la protección de las 
personas, por ejemplo se considera que la dignidad 
humana se puede ver afectada por uso masivo de 

información, o por los procesos de segmentación de 
personas, sobre todo en aquellos casos que las personas 
no han otorgado su consentimiento, y se desarrolla 
el derecho a no ser per� lado, analizado, medido, 
acosado, inducido, o sugestionado, en determinado 
sentido, y se desarrolla el derecho a recibir 
información, o el derecho a estar libre de vigilancia.

Ahora bien hay que defender las tecnologías, porque 
tienen un carácter instrumental al servicio de las 
personas, pero la clave esta en adaptar estar tecnologías 
a los principios teleológicos del Estado, regulados en 
el Art 1 de la Constitución de la Republica, y no el 
Estado adaptarse a la avances tecnológicos, por eso 
es necesario que el espíritu tecnológico se adapte a 
las nuevas tecnologías, siendo necesario primero una 
reestructuración de la organización política del Estado, 
ante ello lo considero sumamente indispensable 
como punto de partida para adherirse a los tiempos 
modernos, veo con expectativas y con entusiasmo la 
suscripción de un convenio bilateral entre el Gobierno 
de El Salvador, y el gigante tecnológico de Google, 
para establecer o� cinas en El Salvador, encabezando 
de esa manera una iniciativa ante un posible gobierno 
digital, mejoras en la atención médica y en el área 
educativa, con este acuerdo se pretende sea de utilidad 
también para la modernización de la tecnología, e 
inteligencia arti� cial, en áreas como trá� co, seguridad, 
mejora de espacios públicos entre otros bene� cios.
Una política de este tipo se convertiría en un 
modelo de desarrollo regulativo atractivo para 
todo el mundo, en un contexto de competencia 
internacional que no tiene que tener como referencia 
sólo el negocio sino, antes que eso, la utilidad 
social real de los nuevos medios tecnológicos.

 IV. A Manera de conclusión

Los avances tecnológicos se han instalado en nuestra 
sociedad, hasta el punto de que podemos decir 
que es el lenguaje y la forma de vida del siglo XXI y 
la innovación digital de nuestro tiempo. Vivimos 
inmersos en un ecosistema digital, y caminando 
con � rmeza hacia una cultura del algoritmo.
4Es un organismo independiente designado por el Presidente de la Comisión Europea para 
asesorar sobre todos los aspectos de las políticas y la legislación de la Comisión en los que las 
dimensiones éticas, social y de derechos fundamentales se cruzan con el desarrollo de la ciencia 
y las nuevas tecnologías
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La forma de trabajar se va adaptando a metodologías 
exigidas por el uso de tecnologías y una parte 
importante de nuestras relaciones sociales ocurren 
a través de dispositivos electrónicos, cuyas fórmulas 
algorítmicas nos ayudan a simpli� car las necesidades 
humanas, las redes sociales se han convertido 
en los medios de comunicación por excelencia.

Por lo que respecta a la comunicación jurídica, considero 
que la aplicación Twitter podría estar sustituyendo 
las comunicaciones de Diario O� cial del Estado y 
que el algoritmo es la norma de los nuevos tiempos. 

El acceso a la red ha pasado de ser tratado como una 
cuestión técnica y un instrumento útil para multitud 
de actividades ya sea laborales, de intercambio 
de información y, � nalmente, como un derecho 
autónomo que trata de paliar las consecuencias 
de un de� ciente ejercicio de los derechos por la 
desigualdad de posibilidades de conectarse a internet.
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Mala Utilización de la Letra de Cambio en 
Actividades Mercantiles de tipo Crediticio

Resumen: Este artículo ha sido elaborado con la 
idea de informar a la población en general sobre 
las prácticas abusivas que llevan a cabo diferentes 
comercios de bienes y servicios; una de estas 
implica duplicidad crediticia. Además, romper con 
desconocimientos acerca de temas del Derecho 
que en principio resultan un tanto “complicados de 
entender”. Se han añadido bases doctrinarias y legales 
sobre as que sustento mi opinión acerca del tema.

Palabras Clave: letra de cambio, mutuo, autonomía 
de la letra de cambio, duplicidad crediticia.

La letra de cambio es un título valor de mucha 
importancia para las relaciones comerciales 
actuales, dado que el artículo 457 del Código 
Procesal Civil y Mercantil –en adelante CPCM– 
les otorga la calidad procesal de título ejecutivo, 
de manera que no es necesario pasar a un Proceso 
Común y posterior a uno de Ejecución Forzosa 
(para los deudores incumplidores de la Sentencia 
de dicho proceso), sino que automáticamente 
se presenta la demanda en Proceso Ejecutivo, 
el cuál es más breve y ahorra el tiempo y el 
capital disponible de los diversos acreedores. 

Los títulos valores según el artículo 623 del Código 
de Comercio –en adelante C.Com.,– contienen 
un derecho literal y autónomo; la literalidad y la 
autonomía son dos características sumamente 
importantes debido a que por la primera se hace 
valer lo que expresamente se haya escrito en el título 
y por la segunda, se destaca que el título se hace 
valer por sí mismo, lo que signi� ca que no debe 
estar ligado a ningún otro documento para que sea 
válido, o que su pago deba estar condicionado, sino 

que es, como la característica lo indica “autónomo”.
Raúl H. Sánchez sobre la autonomía dice lo siguiente: 

“En los títulos-valores se incorpora un derecho literal y 
autónomo.

Cuando circula el instrumento en cada negociación 
nacen un derecho y una obligación autónomos: para 
el adquirente. Una nueva parte en la cadena de la 
circulación.

La autonomía otorga derechos que no pueden limitarse 
por relaciones que hayan mediado entre el tenedor y los 
poseedores precedentes.

Por la autonomía, cada suscriptor de un título-valor 
se obliga autónomamente, separadamente, 
unilateralmente.

Esta nota es esencial en el instituto del título-valor.

Por la autonomía, cada parte se obliga, crea 
ella misma su obligación. El que endosa, 
gira, se obliga, crea su propia obligación. La 
autonomía solo favorece a quien ha adquirido 
el título-valor y según su ley de circulación.” 1

El autor remarca en las líneas anteriores el nivel de 
autonomía que poseen per se los títulos valores. 
Es importante que se consideren las palabras 
“autónomamente, separadamente, unilateralmente”, 
ya que la primera habla de independencia lo que 
implica que no deben haber ligaduras a ningún 

Santos Ernesto Argueta Rosales
(Estudiante de Licenciatura en Ciencias Jurídicas de UMA)

1Estudios de Derecho, Dr. Raúl H. Sánchez M., Miembro de Número del Colegio de Abogados 
de Medellín, Colombia, 1972.
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otro negocio que aquel por el que se creó la letra; 
la segunda implica que debe ser clara y notaria la 
separación del título respecto de cualquier otro 
negocio, debido a que entre el librador y el bene� ciario 
podrán operar otros; y la tercera es que tanto librador 
como bene� ciario actúan de manera independiente.

La letra de cambio para que funcione como tal 
requiere de tres suscribientes, a saber, el bene� ciario 
que es la persona que adquiere el derecho incorporado 
en la letra de que se le pague una cantidad de dinero, 
el librador que es quien, valga la redundancia, libra o 
extiende la letra y se obliga al pago de la misma pero 
no en favor del bene� ciario sino del librado; y el 
librado que es la tercera persona que interviene en la 
relación mercantil para aceptar la obligación y pagar 
al bene� ciario, para después cobrarle esta deuda al 
librador. Esto se explica con el siguiente ejemplo:

Carlos es un comerciante que en una oportunidad 
estaba en San Salvador haciendo un negocio 
con un proveedor de materia prima, quien para 
aceptar el trato pidió que se le pagara lo más 
pronto posible, Carlos sugirió librar una letra 
de cambio en favor del proveedor dado que no 
tenía el dinero en ese momento pero tenía un 
amigo, llamado Andrés, en Soyapango que podía 
pagarle ese mismo día al proveedor, este aceptó, y 
llevó la letra hasta Soyapango para su aceptación 
y pago; entregó la letra a Andrés, recibió el 
pago y Carlos posteriormente le pagó a Andrés.

Lo anterior es el funcionamiento “normal” de una 
letra de cambio en el comercio, sin embargo, el mismo 
C.Com., permite que haya variaciones en el trá� co 
mercantil salvadoreño de este título valor, ejemplo 
de ello es el art. 708 que habilita la posibilidad de 
que el librador tenga también el papel de librado, 
pero en este caso debe librar la letra y aceptarla. Esto 
es una desnaturalización de la letra de cambio sin 
embargo es permitido. Hay cambios en la letra y en 
los títulos valores en general que no son permitidos, 
como aquellos que atenten con sus características2

Ya he hablado sobre la literalidad y la autonomía. 
Para aterrizar el tema interesa la autonomía.

La mala utilización de la letra de cambio en 
actividades mercantiles de tipo crediticio se da 
en diferentes empresas en las que imperan abusos 
de aseguramiento de cobros de deudas, dado que 
venden un determinado producto o servicio, que 
se paga inmediatamente por medio de un mutuo 
que esta empresa otorga al deudor, sobre el pago 
del cual se � jan cuotas mensuales (generalmente, 
aunque también operan otros plazos de pago). Hasta 
este punto todo bien en la relación mercantil, el 
problema es que para sobre asegurar el cumplimiento 
de esa deuda la empresa vendedora usa letras 
de cambio giradas y aceptadas por el deudor.

La astucia de este tipo de vendedores es tal que 
tradicionalmente se hace una letra de cambio por 
cada una de las cuotas, si son 48 cuotas, serán 
también 48 letras de cambio por el valor de cada una 
de las cuotas; por cada cuota pagada efectivamente 
el acreedor devuelve una letra de cambio al deudor 
concerniente a esa cuota. Si el deudor es responsable 
y puntual con sus pagos termina de pagar el mutuo 
y se le devuelven todas y cada una de las letras sin 
que hayan sido exigidas independientemente ya que 
lo que el deudor pagaba no se sabe materialmente 
si van a favor del mutuo o a favor de las letras.

Lo mencionado crea una duplicidad de créditos y 
habilita al comercio vendedor a cobrar dos veces 
una misma deuda, ya que perfectamente puede 
demandar en proceso común o ejecutivo por 
el mutuo (si el mutuo se hizo en acta notarial o 
escritura pública) y en otro proceso ejecutivo por las 
letras de cambio que sigan en poder del vendedor. 

Casos como este rompen la autonomía de la letra 
de cambio y hacer una mezcla de títulos innecesaria 
para un mismo negocio. Los usuarios rara vez 
saben sobre este tipo de implicaciones a nivel 
legal ya que es común escuchar expresiones como 
“todavía debo tantas letras de la lavadora”. Antes de 
estudiar este tema yo desconocía totalmente que 
esas expresiones son la publicidad de los usuarios 

2Literalidad, autonomía, incorporación, abstracción y legitimación.
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que están acostumbrados a adquirir bienes y 
servicios bajo esta modalidad abusadora de créditos. 

Es importante entender que el contrato de 
compraventa y mutuo en la misma relación de 
compraventa y crediticia deberían ser su� cientes 
para la exigibilidad de la deuda dado que si se hacen 
ambos contratos en un mismo instrumento por 
vías notariales este adquiere la calidad de título 
ejecutivo al igual que los títulos valores y por ello 
ambos son exigibles judicialmente en proceso 
ejecutivo mercantil. Es tajante y expresamente 
innecesaria y abusiva esta práctica comercial.

El problema también reside en el desconocimiento 
de los usuarios acerca de temas de Derecho, el 
normalizar estas prácticas impide denuncias ante 
instituciones supervisoras o con potestad sancionadora 
ya que estos procesos no se activan de o� cio. 
Además, no sería extraño que bajo la premisa de 
que nadie puede alegar ignorancia de ley (art. 8 CC), 
y la autonomía de la voluntad de los contratantes 
quienes llevan a cabo estas prácticas se escuden e 
incluso de� endan modalidades abusivas de este tipo.
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Las Acciones Posesorias

SUMARIO: I. CONSIDERACIONES GENERALES. 
1. El derecho de posesión. 2. Clasi� cación y 
atributos de la posesión. 3. Las acciones posesorias 
II. PROCEDIMIENTO. 1. Competencia. 2. Otras 
acciones, la protección de la posesión en jurisdicción 
penal. 3. Conclusión.

I- Consideraciones generales.
 1. El derecho de Posesión. 
El Diccionario panhispánico del español jurídico: 
de� ne la Posesión como: la “Tenencia de una cosa o el 
disfrute de un derecho por una persona” (jurídico, 2023).
El derecho a la posesión deriva del Derecho 
Romano, descansa en el uso social de la tierra, 
también se tiene como un derecho real, protegido 
constitucional y civilmente, en la que se faculta 
al poseedor a conservar el inmueble hasta que se 
demuestre en juicio el mejor derecho sobre el mismo. 
“La posesión, tal como la entendían los romanos, 
puede ser de� nida: el derecho de tener en su poder 
una cosa corporal, reteniéndola materialmente, 
con la voluntad de poseerla y disponer de ella como 
lo haría un propietario” (Eugene, 1988 p.238).

Así el art. 2 de la Constitución de la República, en 
su inciso primero establece: “Toda persona tiene derecho 
a la vida, a la integridad física y moral, a la libertad, a la 
seguridad, al trabajo, a la propiedad y posesión, y a ser 
protegida en la conservación y defensa de los mismos”.

Según nuestro Código Civil, la posesión es la 
tenencia de una cosa determinada con ánimo de ser 
señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por tal tenga 
la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en 
lugar y a nombre de él. El poseedor es reputado dueño, 
mientras otra persona no justi� ca serlo (Legis, 2024). 

La posesión de un bien se adquiere cuando 
una persona ejerce un control físico sobre el bien 
de manera continua e ininterrumpida, con la 
intención de poseerlo como propio. Este control 
físico puede variar dependiendo del tipo de bien y las 
circunstancias, pero generalmente implica ocupar, 
utilizar o tener el control efectivo sobre el bien poseído. 

2. Clasi� cación y elementos de la posesión.
El inciso primero del art. 747 del C.C. establece que 

puede ser regular o irregular. Y que se le llama posesión 
regular la que procede de justo título y ha sido adquirida 
de buena fe; aunque la buena fe no subsista después de 
adquirida la posesión. Se puede ser por consiguiente 
poseedor regular y poseedor de mala fe, como viceversa 
el poseedor de buena fe puede ser poseedor irregular. 

La Posesión irregular es la que carece de uno o 
más de los requisitos señalados en el artículo 747 C.C., 
por tanto, es la que no procede de justo título (art. 748 
C:C:), por haber sido adquirida de mala fe; no se medió 
la tradición por en el título traslaticio de dominio.

En ese sentido, será poseedor el que tiene la posesión 
de un bien de manera legítima, es decir, que ejerce 
el control sobre el bien con el consentimiento del 
propietario o de acuerdo con la ley. Los derechos que 
se adquieren al poseer un inmueble incluyen el derecho 
a poseer, usar y disfrutar del bien inmueble, así como el 
derecho a defender su posesión frente a interferencia 
o amenazas a terceros, ejerciendo acciones legales 
para proteger su posesión y puede adquirir derechos 
sobre el bien a través de la prescripción adquisitiva 
de dominio, si cumple con ciertos requisitos legales.

De acuerdo con el autor chileno Alessandri 
Rodríguez, dentro de la teoría clásica (subjetiva o de 
la voluntad de Savigny) seguida por el Código Civil 

Lic. Walter Geovanny Guevara Portillo.
Abogado y Notario, Colaborador Jurídico de la Sala de lo Civil de 
la CSJ. Docente de Derecho Procesal Civil I y Derecho Notarial de 
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Chileno, en el cual está inspirado nuestro Código Civil, 
“la posesión consta de dos elementos con � sonomía 
propia e independiente: el corpus y el animus. El Corpus 
es un poder físico o potestad de hecho sobre la cosa” 
(Sv, 2009), mientras que el animus es la voluntad 
especial en el que pretende poseer, es decir, el elemento 
intelectivo o psicológico que lo impulsa a obrar como 
propietario, dueño o señor, o de tener la cosa para sí.

De ello, también traemos a cuenta otros aspectos 
que se valoran a la hora de declarar un derecho de 
posesión. Por tanto, tenemos que, los elementos de la 
Posesión son: a) El CORPUS: que es el ejercicio físico 
del control o dominio sobre el bien. b) El ÁNIMUS: 
La intención de poseer el bien como propio, es decir 
la voluntad de compararse como propietario. (Eugene, 
1988) c) La CONTINUIDAD: la posesión debe de ser 
continua y constante en el tiempo. d) La PUBLICIDAD: 
La posesión debe de ser ostensible y pública, es decir, 
es debe de ser conocida por los demás.  Y, e) La 
PACIFICIDAD: La posesión debe de ser pací� ca, 
es decir, sin oposición o interferencia de terceros.

3- Las acciones posesorias.
Las acciones posesorias, también llamadas 

querellas o interdictos, son los mecanismos legales que 
una persona puede utilizar para proteger su posesión 
o para recuperar la posesión de un bien mueble ante 
una interferencia o amenaza por parte de terceros. 

El inciso primero del artículo 918 del Código Civil 
(C.C.), establece: “las acciones posesorias tienen por 
objeto conservar o recuperar la posesión de bienes 
raíces o de derechos reales constituidos en ellos.” Por 
ello, podría decirse, que en apariencia sólo existen 
dos clases de acciones posesorias propiamente dichas: 
las primeras, las que tienen por objeto conservar la 
posesión, manteniendo al poseedor y amparándolo en 
su posesión por la perturbación o molestia sufritas por 
el poseedor; y las segundas, las que tienen por objeto 
recuperar la posesión, restituyendo al poseedor en 
la posesión cuando ha sido privado de ella por otra 
persona. Ambas prescriben al año desde que se ha 
cometido la perturbación o despojo respectivamente.  
Sin embargo, el art. 929 del mismo Código, establece 
además de estas dos clases de acciones posesorias, 

una acción especial para obtener el restablecimiento
en la posesión o mera tenencia de las cosas en el 
estado en que se hallaban en el momento en que el 
poseedor o tenedor fue arrebatado violentamente 
de ellas, pero este derecho prescribe en seis meses. 
De estas nacen las acciones posesorias especiales, 
reguladas en el título XIII del libro segundo del 
Código Civil; como la acción de Prohibición de 
Obra Nueva en territorio que está en posesión. Art. 
931 C.C., la de Obra ruinosa y las municipales o 
populares, cuando los bienes son de uso público.

II. PROCEDIMIENTO. 
En El Salvador, en la legislación vigente, existe 

un debido proceso constitucionalmente con� gurado 
para todas las materias del Derecho, respondiendo al 
derecho fundamental  a la protección jurisdiccional 
que tienen todos los ciudadanos de la República, 
con la � nalidad de garantizar a las partes sus 
derechos y obligaciones, contenidas en las reglas, 
principios, preceptos, y derechos fundamentales 
(en la Cn.), que inspiran el derecho sustantivo, tales 
como leyes secundarias y demás normativas jurídicas. 

Es así, que en el derecho procesal salvadoreño se 
encuentra de� nida la tramitación de las pretensiones 
posesorias señaladas anteriormente y que se 
encuentran reguladas en los arts. 918 al 951 C.C.

El Código Procesal Civil y Mercantil en su Libro 
Tercero, al regular los procesos especiales, denomina en 
su título segundo como “Los procesos posesorios”, como 
si se tratara de varios tipos de procesos posesorios, 
pero en verdad, es un sólo tipo de proceso, que será 
sustanciado conforme a los trámites del proceso 
abreviado, que se encuentra regulado en los Arts. 
418-430 del CPCM, y es en el que se pueden tramitar 
diferentes tipos de pretensiones, reguladas en el CC.

 1. Competencia. 
 La competencia, es la medida de la 
jurisdicción, por eso el legislador tomó aspectos 
generales de la competencia tales como la materia 
y el territorio, sin que valga la cuantía: así el art. 
472 CPCM establece que cualquiera que sea su 
cuantía, será competente para conocer de estos 
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procesos el Juez de Primera Instancia del lugar 
donde se encuentre ubicado el bien, con excepción 
de los juzgados de menor cuantía en San Salvador.

 Finalmente es de hacer un recordatorio, 
respecto del plazo de prescripción de la acción para 
interponer una demanda de acción posesoria, ya que 
tanto el Código Civil en su artículo 921 y el 473 del 
CPCM, son claros en establecer que debe realizarse 
dentro del plazo de un año a partir del momento en 
que tiene lugar el despojo o la perturbación, so pena 
de declarar improponibles las demandas posesorias.

 2. Otras acciones, la protección de la posesión 
 en jurisdicción penal.

En mayo del año 2009, ante la situación que acontecía 
en nuestro país, respecto al permanentemente 
atentado que al derecho de propiedad y posesión en 
varios sectores del territorio salvadoreño, en el que 
a la población se le  violentaban, por personas que 
invadían inmuebles, con propietario legítimo, quien 
no tenía la voluntad de otorgar la disposición o cesión 
del derecho de dominio o propiedad por las normas 
legales correspondientes a dichas personas, se creó 
la  Ley Especial para la Garantía de la Propiedad o 
Posesión Regular de Inmuebles (LEGPPRI), con el 
objeto establecer un procedimiento e� caz y ágil, a 
� n de garantizar la propiedad o la posesión regular 
sobre inmuebles, frente a personas invasoras.

La redacción de esta ley fue cuestionada de 
inconstitucional, al grado que algunos juzgadoras 
trataron de inaplicarla por considerarla omisa e 
inconstitucional por violentar el debido proceso, 
pero la Sala de lo Constitucional, en el expediente 
de inconstitucionalidad con número de referencia
40-2009 / 41-2009, acumulado, declararía la integración 
de la norma omisa con aquellas disposiciones de la 
normativa procesal civil y mercantil, que para ese caso 
se refería a las disposiciones procesales que amparan 
el derecho recursivo derivados de la tutela al derecho 
de posesión, regulados en los arts. 471 al 476 CPCM.

El art. 2 de la LEGPPRI establece: “La autoridad 
competente para conocer de los procedimientos 
establecidos en la presente Ley, será el Juez de Paz 

de la jurisdicción donde se encuentre el inmueble 
invadido.” Y en su art. 6 inc. � nal, establece que la 
acción se volverá penal, cuando el inmueble haya sido 
invadido: “Si la invasión del inmueble se hizo con � nes 
de apoderamiento o de ilícito provecho, o con violencia, 
amenazas, engaño o abuso de con� anza, el Juez 
competente procederá por el delito de usurpación contra 
los invasores e instigadores; que dolosamente hubieren 
determinado a otro a comer el delito, de conformidad con 
lo establecido en el Código Penal.” (resaltado es propio). 
Es decir, que la acción posesoria por despojo violento 
o perturbación violenta ya no es ni siquiera tratable por 
la vía de las diligencias de desalojo en la jurisdicción 
de paz, sino que al ser irregular, se convierten en un 
delito de usurpación de inmuebles. Puesto que, un 
usurpador es aquel que toma posesión de un bien 
inmueble de manera ilegítima, sin el consentimiento 
del propietario y sin derecho legal para hacerlo. El 
Usurpador puede haber ocupado el bien de forma 
violenta o mediante engaño, pero en cualquier caso su 
posesión carece de legitimidad. Y es que la violencia es 
la condición principal, para descartar la jurisdicción 
civil y tramitar algunas situaciones en el ámbito penal. 
Veamos dos artículos del Código Penal respecto 
de las USURPACIONES DE INMUEBLES, así, el 
art. 219 establece: “El que con � nes de apoderamiento 
o de ilícito provecho, por medio de violencia, amenazas, 
engaño o abuso de con� anza, despojare a otro de 
la posesión o tenencia legal de un inmueble o del 
ejercicio de un derecho real constituido sobre él, sea 
que el despojo se produjere invadiendo el inmueble, 
permaneciendo en él o expulsando a los ocupantes, 
será sancionado con prisión de uno a tres años”.

Y sobre la PERTURBACIÓN VIOLENTA DE LA 
POSESIÓN, el art. 220 del CPn. establece: “El que 
con violencia sobre las personas, perturbare la 
pací� ca posesión o tenencia legal de un inmueble, 
será sancionado con prisión de seis meses a un 
año. Si la conducta descrita en el inciso anterior 
fuere realizada por dos o más personas, será 
sancionado con prisión de uno a tres años.” 
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3. Conclusión:
De lo investigado en este artículo, podemos 

asegurar, que el Estado salvadoreño, siempre ha 
reconocido, fomentado y garantizado el derecho de 
propiedad (privada) y de posesión, desde nuestro 
histórico Código Civil de 1860 al Código Penal de 
1998, y como dijimos antes, se garantiza la protección 
en la defensa y conservación de estos derechos reales 
por medio del ejercicio del derecho de acción, para 
promover procedimientos legales y e� caces, a través 
de normativas creadas, acordes a las necesidades 
coyunturales, que van desde el derogado Código de 
Procedimientos Civiles, hasta nuestro actual Código 
Procesal Civil y Mercantil y  la Ley Especial para 
la Garantía de la Propiedad o Posesión Regular de 
Inmuebles; y es que así lo mandata el citado art. 2 de 
la Cn., y el art. 11 de la misma, que regula: “Ninguna 
persona puede ser privada del derecho a la vida, a la 
libertad, a la propiedad y posesión, ni de cualquier 
otro de sus derechos sin ser previamente oída y vencida 
en juicio con arreglo a las leyes; ni puede ser enjuiciada 
dos veces por la misma causa. (resaltado es propio).
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I
CONSULTA TUS ASUNTOS LEGALES SOLAMENTE A UN ABOGADO. POR ALGUNA RAZÓN ESTE NO 
ES CONTADOR, NI ESCRIBANO, NI PROCURADOR, NI DESPACHANTE DE ADUANA, NI POLICÍA.

II
CONSULTA UN ABOGADO ANTES DE FIRMAR Y NO DESPUÉS. TAMBIÉN CUANDO SE TRATA DE 
RELACIONES JURÍDICAS “MÁS VALE PREVENIR QUE CURAR”.

III
NO OCULTES A TU ABOGADO DETALLES DE LOS HECHOS, NI TUS OPINIONES, PERO NO QUIERAS 
SUPLANTAR SU CRITERIO. 

IV
TU ABOGADO NO ES SABIO NI OMNISAPIENTE, DALE TIEMPO PARA ESTUDIAR TU CASO.

V
NO LE PIDAS A TU ABOGADO QUE TE ASEGURE EL ÉXITO DE TU CAUSA, NO LO PUEDE HACER.

VI
RECUERDA QUE, EN LAS CUESTIONES PATRIMONIALES, MEJOR MAL ARREGLÓ QUE BUEN PLEITO.

VII
RECUERDA QUE NO SE GANAN LOS PLEITOS SÓLO PORQUE TU CREAS TENER LA RAZÓN NI SE 
DEJAN DE GANAR POR CULPA DE TU ABOGADO.

VIII
NO DEJES A TU ABOGADO SOLO EN LA LUCHA POR TUS DERECHOS. PREOCÚPATE POR TU ASUNTO 
DISCRETAMENTE, MÁS VALE QUE PEQUES POR CARGOSO QUE POR NEGLIGENTE. 

IX
NO ELIJAS A TU ABOGADO POR LO QUE COBRE. ELÍGELO POR LA CONFIANZA QUE INSPIRA Y LOS 
CONOCIMIENTOS QUE TIENE.

X
NO ESPECULES CON LOS HONORARIOS DE TU ABOGADO. PAGA LO JUSTO CON DINERO Y NO CON 
PROMESAS DE OTROS ASUNTOS.

DECALOGO PARA QUIEN NECESITE UN ABOGADO

 DR. IGNACIO WINISZKY
ARGENTINO

PRIMERA JORNADA DE ESTUDIO
DE LOS ABOGADOS DE EL SALVADOR

SAN SALVADOR – 25, 26 Y 27 DE FEBRERO DE 1982
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